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Vicepresidente. 


MIEMBROS: Señores Representantes José Amorín Batlle, Daniel García Pintos, Carlos González Álvarez, 
Ronald Pais, Jorge Pandolfo, Daniela Payssé e Iván Posada. 


DELEGADOS Señores Representantes Artigas A. Barrios, Ramón Fonticiella, Arturo Heber Fúllgraff, 
DE SECTOR: Víctor Rossi y Lucía Topolansky. 


ASISTE: Señor Representante Ricardo Falero. 


INVITADOS: Señor Representante Alberto Scavarelli. 


Delegación de Ahorristas del Banco de Crédito, señores José Ramón García, Gustavo 
Eduardo Rodríguez, Sergio Gustavo Latorre, José Pedro Kouyaumdjian y Jorge José 
Ubbriaco y señoras Rosario Aguado Ruiz y Raquel De Marco. 


SEÑOR PRESIDENTE (Leglise).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


En primer lugar, les trasmito las disculpas del Presidente de la Comisión, el señor Diputado Ponce de León, 
que no pudo llegar a tiempo porque debió concurrir a un velorio en Canelones, pero ya está en camino. 


Comenzamos con el primer punto del orden del día, que tiene que ver con los nuevos requisitos para la 
iniciación de juicios ejecutivos. Recibimos al señor Diputado Scavarelli, autor de una iniciativa en este 
sentido. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Antes que nada, agradezco a la Comisión que me haya recibido. 


A fines de octubre, cuando presentamos este proyecto, entendimos que era un instrumento más para hacer 
frente a una situación altamente compleja, que implica la ruptura del equilibrio en las ejecuciones por deudas 
entre acreedores y deudores. En ese sentido, ya en la exposición de motivos establecíamos que había que 
tener en cuenta que, como consecuencia de la grave situación económica y financiera que ha atravesado y 
atraviesa el país, muchos de los contratos de préstamo de dinero u obligaciones documentadas en dinero -sin 
que importe la moneda-, por distintas circunstancias, fueron sufriendo alteraciones que rompieron el 
equilibrio entre la capacidad de pago del deudor por los medios que obtiene de su trabajo y el valor de los 
bienes dados en garantía. 


Este proyecto apunta directamente a ser consecuente con un principio ético que sostenemos desde la 
perspectiva de que, así como el acreedor tiene legítimo derecho a cobrar las deudas que resultan de los 
créditos documentados, también tiene la obligación de estar al día con el Erario, con los impuestos 
nacionales. Como decimos en la exposición de motivos, estamos en un país que ha tenido que recurrir, 
inclusive, a gravar los salarios; la carga tributaria del país es realmente muy importante porque debe hacerse 
frente a una situación fiscal muy compleja. Obviamente, esto genera perjuicios en la actividad económica y 
en la economía particular de la gente. 


En las investigaciones que realizamos con nuestros equipos técnicos durante el año pasado, obtuvimos la 
información de que en los ámbitos judiciales se repite la presencia de un grupo de personas vinculado con el 
préstamo particular de dinero, que en todo el país está ejecutando múltiples títulos ejecutivos por cantidades 
que individualmente no son significativas pero cuya sumatoria alcanza varios miles de dólares. Por ejemplo, 
puede haber más de cincuenta vales aparentemente neutros de US$ 20.000, ejecutados por los mismos 
titulares en distintos Juzgados del territorio nacional, que demuestran la existencia patrimonial de una masa 
patrimonial y alrededor de US$ 1:000.000, cuyo volumen imponible tributario quizás no esté siendo 
satisfecho en la proporción debida. Sin embargo, la Administración está siendo muy estricta en procesos de 
recaudación que a veces generan la irritación que todos conocemos. 


Este me parece un principio muy claro que, por otra parte, no es nuevo en el país. Debemos recordar, por 
ejemplo, que para la acción vinculada con el arrendamiento es dable exigir la Contribución Inmobiliaria al 
día para actuar contra el arrendatario, y nadie ha pensado nunca que eso signifique un obstáculo al libre goce 
del derecho de propiedad ni a los mecanismos a los que legalmente alguien tiene derecho a recurrir. Tampoco 
ocurre esto con respecto a lo que establece el artículo 80 del Texto Ordenado de 1996, que estipula que sin el 
certificado único de la Dirección General Impositiva no se podrán enajenar o gravar bienes inmuebles, 
distribuir utilidades, percibir de los Entes públicos sumas superiores al 50% del mínimo no imponible 
individual del Impuesto al Patrimonio, y llega a un tema tan crítico como la expedición o renovación de 
pasaportes, o sea que no solo está presente el tema del derecho a la propiedad sino también el de libre 
circulación de las personas que, de algún modo, queda afectado por la existencia de una situación irregular 
desde el punto de vista tributario. 


Si examinamos en forma detenida este proyecto, advertiremos que, básicamente, en los títulos ejecutivos - 
aquellos que ameritan la traba de embargo y la posterior y eventual ejecución con remate de los bienes- será 
requisito "sine qua non" de admisibilidad que, junto con la demanda, habrá que presentar, por un lado, un 
certificado único que acredite situación regular, y todos sabemos que esto significa estar al día o tener un 
convenio de pagos en un país que establece hasta tres años de plazo para acordar fórmulas de facilidades. 
Quiero aclarar que, en su momento, consulté este tema con las autoridades de la DGI; tuve el alto honor de 
que en este proyecto trabajaran especialistas de primer nivel, tanto en materia tributaria como procesal y de 
derecho civil. Por lo tanto, lo presentamos con la convicción de que, aunque sin duda no será solución para 


un problema de esta complejidad, seguramente constituirá un instrumento hábil con el que esperábamos 
contar cuando finalizara la feria judicial pasada, porque estimábamos que un buen porcentaje de los juicios 
que hoy están en curso, a veces con acreedores intransigentes, intolerantes con sus deudores, para no tener 
que entrar en este circuito de características un tanto especiales, probablemente se encontrarán de mejor 
talante para sentarse en torno a una mesa a negociar fórmulas de pago razonables. Como decía el otro día en 
Cámara, me parece que estas cosas requieren que se actúe con honradez, y en materia de deudas esto 
significa que el deudor debe pagar honradamente y con rectitud hasta el límite de su capacidad, y que el 
acreedor debe cobrar por las mismas características y limitantes. Digo esto porque no le sirve a la sociedad, al 
acreedor ni al deudor que en un momento de "plafonamiento" de los bienes en garantía y de los bienes de la 
gente al final se termine malbaratando la propiedad que puede ser producto del esfuerzo de toda una vida o 
bienes de producción que dan trabajo a otra gente, para que al final los créditos tampoco queden plenamente 
cubiertos o satisfechos. 


Decía que, de acuerdo con lo que establece este proyecto, conjuntamente con la demanda deberá presentarse 
certificado que expide la Dirección General Impositiva o la declaración jurada de que no son contribuyentes, 
como sucede en la vida contractual del país, donde los contratos requieren este requisito. 


Además de ese certificado de estado regular de situación con la DGI o la declaración jurada de que no le 
corresponde, se agrega otra declaración en la cual el actor, el iniciante del juicio, debe establecer cuántos 
juicios ejecutivos por cobro de cualquier moneda tiene iniciados a partir de agosto de 2002 en todo el 
territorio nacional, contra quién, en qué sede judicial y por qué montos. Esto va a permitir tener una idea de 
la globalidad del patrimonio en ejecución. 


Este segundo documento que tiene que ver con la declaración de los juicios iniciados admite la excepción de 
las entidades financieras, que por el volumen de su actividad deberían presentar enorme cantidad de legajos, 
pero el de la DGL, es decir, el certificado único, no admite más excepción que los organismos del Estado por 
cuanto quizás encontremos alguna sorpresa de algunas entidades vinculadas a intermediación financiera que 
quizás no tengan certificados al día en materia tributaria a pesar de su actitud con respecto a los deudores. 


En este mismo sentido, cabe destacar que para reservar el secreto tributario la declaración jurada o el 
certificado único queda en el Juzgado donde se va a tramitar la ejecución en un legajo por separado, sin vista 
a la contraparte, que es manejado directamente por el Juzgado en forma reservada y al cual pueden acceder 
tanto la DGI como las autoridades del Banco Central. Allí se prevé la posibilidad de un acuerdo entre este 
organismo y el Poder Ejecutivo con el Poder Judicial a los efectos de remitir alguna base electrónica sobre 
este tema para los cruzamientos respectivos, pero, fundamentalmente, nos parece que la existencia de esta 
declaración es la que va a permitir establecer realmente los movimientos patrimoniales y el volumen que las 
mismas personas tengan. 


La actividad de mis colegas, los abogados, en los procesos ejecutivos está protegida, por cuanto para quienes 
actúen en procuración -en endoso por procuración-, esta declaración y todos estos instrumentos no serán del 
abogado que ejecuta sino del representado que actúa en la ejecución, aun cuando nunca comparezca en la 
sede judicial. Si se tratara de un patrimonio propio, es decir, de una ejecución propia de un abogado y que no 
fuera un endoso por procuración, en ese caso, sería un acreedor más sometido a las mismas reglas de juego. 


Entonces, este legajo donde aparece la cantidad de juicios se mantiene reservado y que incluye, por otra 
parte, las denuncias penales por cheques sin fondo. Es decir que no ponemos la exigibilidad de que para 
plantear una denuncia penal por cheque sin fondo se deba estar al día en lo tributario porque allí hay una 
acción penal protegida por otras cosas, pero nos parece importante que también aparezca en la declaración de 
las acciones iniciadas la denuncia de cheques sin fondo. 


Como comprenderán, este proyecto no guarda relación explícita con las figuras que degeneran la contratación 
en dinero, es decir, ni los intereses usurarios ni los pactos de retroventa en los instrumentos de compraventa 
desnaturalizados que tienen otro curso de acción. Creemos que un proyecto de esta naturaleza respeta 
plenamente los derechos de todas las partes. Además, le da al Estado la tranquilidad -creo que todos lo 
compartimos- de que la distribución de las cargas públicas sea proporcional al patrimonio de cada uno de los 
miembros de la sociedad. 


Este principio general es de estricta justicia y quizás algún omiso en esta materia podrá tener tres acciones. 
La primera, comparecer en juicio para iniciar juicio ejecutivo regularizando su situación o acreditar que está 


en situación regular; la segunda, que viendo el lío -perdonen la expresión- en el que se está metiendo prefiera 
sentarse a conversar con su deudor y asumir una actitud mucho más constructiva. El otro día decía en Cámara 
que no creo que el tema de las deudas sea algo para honrar. Considero que uno honra a la patria y a los 
mayores; lo que hay que hacer es actuar con honradez y con rectitud, la misma rectitud de la que hablábamos 
en la que el acreedor que muchas veces exige sacar a remate el único bien de alguien o un bien de producción 
que tiene que ver con el trabajo de mucha gente para que luego se malvenda y que con lo que se obtenga ni 
siquiera se pague una parte de la deuda. Tal vez sea un buen principio que esa misma pasión que se pone al 
servicio de la intolerancia en la negociación se aplique en la obligación de cumplir con las cargas públicas. 


Agradezco la oportunidad de estar con ustedes hoy aquí. En esto consiste el proyecto. Quedo a sus órdenes 
para cualquier consulta que deseen formular. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ponce de León).- Agradecemos la intervención del señor Diputado Scavarelli. 
Dejamos constancia de que en realidad el proyecto vino a esta Comisión hace poco tiempo porque 
inicialmente fue destinado a otra y vino a pedido de la propia Comisión. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Agradezco ese gesto, porque de otra manera, todavía estaría durmiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me excuso por haber llegado unos minutos tarde, pero se debió al 
fallecimiento de un compañero en la ciudad de Santa Rosa, lo que nos obligó a estar allí temprano en la 
mañana. 


SEÑOR POSADA.- Importa realizar algunas aclaraciones, en particular sobre el artículo 4” que refiere 
a títulos endosados y establece para este caso que el certificado único y la declaración jurada previstos 
en los artículos 1” y 2” de este proyecto corresponderán que lo formulen el titular del crédito. Después 
en el artículo 9” se exceptúan las entidades de crédito de intermediación financiera. La pregunta es si 
en definitiva no debiera establecerse una excepción para el caso de que una entidad de intermediación 
financiera fuera la endosante. En la medida en que el ejecutante fuera una persona distinta a la 
institución de intermediación financiera se escaparía de los controles que prevé este proyecto de ley. 


SEÑOR SCAVARELLI.- El artículo 4% se refiere fundamentalmente a dos situaciones. Una de ellas es 
al endoso en procuración, que es el documento que se entrega por parte del acreedor a un abogado 
para que ejerza esa procuración o gestión de cobro. En ese caso queda muy claro -el endoso tiene que 
ser que es un endoso en procuración- que no se trata de la actuación del actor -que es el abogado- de un 
patrimonio propio sino que lo hace en representación del patrimonio de otro, y en cuyo caso la 
declaración tiene que ser de parte de quien tiene la responsabilidad de la titularidad del crédito y que 
endosó en procuración. 


La otra situación tiene que ver con la cadena de endosos. ¿Quién es el último ejecutante en la cadena de 
endosos? ¿Es el tenedor del documento? Queda claro que la exigencia -de acuerdo con este artículo- tendrá 
una limitación por cuanto hay muchos documentos que se fueron endosando con anterioridad y de pronto el 
titular del endoso en este momento solo tiene los datos individualizados de la cadena del endoso. En esa 
situación estamos exigiendo que presente la certificación si la tiene o, de lo contrario, la individualización de 
los datos que posea de los sucesivos endosantes. Al denominar a los sucesivos endosantes en ese mismo 
legajo individual, a través del cruzamiento electrónico de información -si la DGI así lo dispone o el Banco 
Central, si se tratara de una investigación de intermediación financiera- se podrá ir viendo dónde se cruza y 
multiplica la aparición de los mismos endosantes en distintas acciones judiciales en el país. Sin duda que este 
es el aspecto que tiene mayor complejidad. 


Quiero reiterar que en materia de los dos instrumentos -el certificado único y el que tiene que ver con la 
nómina de juicios iniciados en el país- el mecanismo que se prevé es que a las entidades financieras solo se 
les exige el tributario por los grandes volúmenes que se manejan en materia de juicios ejecutivos, lo que 
significaría presentar un Banco de legajos enorme que no tendría demasiado sentido y que por otra parte 
controla electrónicamente el Banco Central, frente al cual no existe el secreto tributario a pesar de todo. 


SEÑOR POSADA.- Quiero referirme a la situación de los juicios ya iniciados. Este aspecto en algún 
momento lo manejamos con el señor Diputado Scavarelli, porque esta exigencia que se establece aquí 


para quienes inicien un proceso de ejecución también debería exigirse para los juicios que ya están en 
proceso. En consecuencia, se nos ocurre que antes de proceder a los remates debiera haber, para esos 
juicios que ya están iniciados y sobre los cuales hay un decreto de ejecución, una suerte de disposición 
transitoria, a los efectos de que las exigencias establecidas en los artículos 1” y 2” también se 
, 
determinaran para estos juicios ya iniciados y que están en una etapa ulterior, inclusive al decreto de 
J 
ejecución. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Personalmente, no tengo ningún inconveniente. Para ser más explícitos, debo 
decir que en la tarde de ayer me llamó alguna autoridad estatal interesada en que se incluyera al BPS 
en esta situación. Parece ser una buena oportunidad para controlar. Con relación al BPS nos parece 
que es una cosa distinta, porque se trata de un gravamen en función de la actividad y no del 
patrimonio manifiesto en el instrumento de crédito, mientras que el control tributario del que 
hablamos es a una manifestación explícita de riqueza. 


En cuanto a lo que propone el señor Diputado Posada, reitero que no tengo inconveniente. En su momento, 
cuando estábamos jugando con la escritura del texto, poniendo y sacando ideas, nos pareció que como el 
juicio ejecutivo iniciado hoy tiene un gravamen próximo al 1% o algo más en su propio proceso de iniciación 
tributaria, de pronto estaríamos poniendo un parate a la gente que decidió iniciar un juicio e hizo la inversión, 
que no es poca cosa, y está previo a la etapa del apremio por la vía del remate, lo que podría alterar un área 
financiera. 


Dejando esta constancia, me parece que no es una idea a descartar y dependerá del espíritu de la Comisión y 
de la Cámara, al que nos someteremos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todos estamos bajo la carga de la circunstancia. El proyecto refiere a largo 
plazo y no solo a la circunstancia y nos preocupa enormemente -lo encontramos singularmente 
oportuno- que se establezcan exigencias para el caso que típicamente podemos llamar del prestamista, 
que es en estos días y en este marco económico y social el que está generando episodios más fuertes por 
todos conocidos. Me preocupa hasta dónde el alcance no incluye tramitaciones de juicios normales en 
relaciones entre empresas, de vales o de diferente tipo de documentación de transacciones, donde estos 
requisitos puedan tener connotaciones que no son las que estamos pensando cuando hablamos de la 
crisis. ¿Hasta dónde el proyecto está pensado para unas circunstancias o para otras? ¿En qué medida 
se pueden hacer salvedades que busquen afinar la puntería con relación a lo que se pretende evitar en 
el fundamento explícito que hacía el señor Diputado Scavarelli? 


SEÑOR SCAVARELLI.- Me parece que en todo el tema del relacionamiento interempresas o entre 
agentes comerciales las reglas no cambian salvo que se vaya al proceso de ejecución. No olvidemos que 
el mecanismo se aplica cuando las partes dan por agotada la negociación suficiente y van a la acción 
judicial. Estamos en una vía de aseguramiento de bienes y de civilizado conflicto judicial. 


Por otra parte, si bien la circunstancia es el detonante, quiero decir con honestidad que este proyecto lo 
presentamos en octubre con mucha ilusión -como todos lo hacemos cuando presentamos un proyecto- y 
luego los hechos fueron postergando este tema por otras realidades, hasta que el incidente del esfuerzo del 
señor Ministro de Economía y Finanzas por suspender una acción de remate -como fue público y el titular del 
derecho dijo no y se agotó la gestión de buena voluntad- hizo que los medios reflotaran este tema y surgiera a 
la luz del impulso de la coyuntura. La coyuntura es la dinamizadora de un proyecto de este tipo o de otro 
análogo, pero me parece que estamos apuntando a algo mucho más de fondo. Creo que la ecuánime 
contribución a las cargas públicas en un Estado en dificultades o no, hace que no se pueda vivir de espaldas a 
la realidad del enorme flujo financiero que están caminando o a espaldas del sistema tributario, más allá de 
las justicias a los mecanismos de la ejecución judicial. Quizás, la dureza de los mecanismos de no 
negociación por la vía del acuerdo transaccional pone más en el tapete la crisis. 


Efectivamente, tal como decía el señor Presidente, este es un mecanismo de largo plazo; no lo estamos 
pensando a corto plazo como tampoco fue pensado a corto plazo el artículo que leí del Texto Ordenado, que 
exige tener certificados al día en materia Impositiva para tantas actividades que, inclusive, incluyen nada 
menos que la expedición de un pasaporte, con lo que está en juego la libertad ambulatoria de la gente. 


Sinceramente, no pienso este mecanismo desde la transitoriedad; quizás sea emergente de la circunstancia 
crítica, pero está pensado hacia delante, por cuanto el Estado no puede perder la legitimidad de sus acciones. 
Es decir, no se puede apretar -dicho brutalmente- a quienes tienen la obligación de pagar formalmente si, por 
otro lado, en conocimiento de todo el escenario forense, existen personas que están movilizando enormes 
sumas de dinero que están al margen de esa situación. 


En cuanto a la situación interempresarial, que aquí muy bien se ha definido, una vez que pisa la sede judicial 
significa que se han roto los caminos de la negociación. De pronto, termina con la parálisis de uno, que es el 
afectado por la medida del embargo -si es con desapoderamiento- o por la vía de apremio -si el remate 
dispone de los bienes o del bien de producción en juego-; nos parece que este es un mecanismo de ese tipo. 


Por supuesto, quedan plenamente abarcados los créditos por compra de bienes por parte de los particulares; 
en fin, se trata de cualquier juicio ejecutivo. 


Quiero aclarar que el espíritu con que meditamos y elaboramos este proyecto con nuestro equipo fue el que 
acabo de expresar. Seguramente, el decurso de la negociación parlamentaria le dará los matices. 


Reitero lo que dije al principio: no creo haber encontrado ninguna fórmula que solucione el problema. Lo que 
sí pienso es que quizás, de acuerdo con la opinión de algunos entendidos, en no menos de un 20% o 30% de 


los juicios ejecutivos que se han iniciado en los últimos tiempos una exigencia de este tipo hubiera hecho que 
las partes, sobre todo una de ellas, hubiera tratado de encontrar, con otro espíritu, fórmulas de solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece el aporte del señor Diputado Scavarelli. 
Seguiremos con la consideración de este tema. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Agradezco a los integrantes de la Comisión de Hacienda y pido disculpas por 
el tiempo ocupado. 


(Interrupciones) 


Quiero dejar constancia de que ayer la bancada del Foro Batllista decidió dar respaldo pleno al 
proyecto. Digo esto para evitar algunas suspicacias. Por las dudas, como uno va conociendo el paño, 
cuando me fui de la bancada aclaré que yo diría aquí que apoyaban el proyecto, con lo que estuvieron 
de acuerdo. 


SEÑOR LEGLISE.- Quiero dejar constancia de que estamos de acuerdo con este proyecto. Por lo 
tanto, el Partido Nacional está dispuesto a acompañarlo en la Comisión y también en Sala. 


SEÑOR POSADA.- Nosotros también estamos dispuestos a apoyar este proyecto con el agregado al 
cual hacíamos referencia, es decir, si se agrega que para aquellos juicios que ya están iniciados la 
exigencia en cuanto a los artículos 1* y 2” de este proyecto se establezca con anterioridad al eventual 
remate de los bienes hipotecados o prendados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a proponer a los miembros de la Comisión el siguiente método de 
trabajo, porque es notorio que en el análisis particular de cada uno de los artículos hay varias 
observaciones o, por lo menos, puntos a analizar y, eventualmente, reescribir. 


En realidad, nosotros habíamos previsto considerar este punto al final de la sesión para contar con más 
tiempo de análisis. Pero a pedido del señor Diputado Scavarelli -porque más tarde tiene otras actividades-, 
estamos tratando este proyecto a primera hora, pero con plena conciencia de que tenemos otros temas que no 
podemos postergar. 


De manera que propongo considerar este asunto al final de la sesión hoy -si terminamos a tiempo- o ponerlo 
como primer punto del orden del día de la sesión del próximo miércoles, a fin de empezar a tratar artículo por 
artículo. 


Si la Comisión decide que debemos tratarlo ahora, lo haremos, pero no quisiera que por vía incidental no nos 
diéramos cuenta de que estamos postergando ciertos temas -algunos de los cuales todos somos contestes 
debemos resolver hoy-, así como a la delegación de ahorristas del Banco de Crédito que ya postergamos en 
dos oportunidades y que en un principio habíamos pensado recibir antes que al señor Diputado Scavarelli. 


Naturalmente, la Comisión es soberana y es la que decidirá al respecto. 


SEÑOR POSADA.- En algún momento de este Período y también del anterior habíamos sesionado los 
días jueves. Me parece que sería una buena práctica, por lo menos cuando tenemos que resolver estas 
situaciones de relativa urgencia, establecer una sesión especial para el día de mañana a fin de analizar 
estos proyectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, podríamos volver al régimen de dos días de sesiones 
semanales, pero recuerdo que algunos compañeros habían pedido que la segunda sesión se realizara los 
días martes por la tarde, antes de la sesión de Cámara. 


Tal vez, podríamos fijar una sesión de esta Comisión para el martes a primera hora de la tarde y otra para el 
día miércoles. 


SEÑOR LEGLISE.- Yo fui uno de los integrantes que planteó la posibilidad de utilizar la tarde de los 
martes. 


Normalmente, las bancadas de los distintos sectores se reúnen los martes por la mañana. Creo que en la tarde 
hay un lapso de dos horas que podríamos utilizar para terminar con varios de estos temas. Si los 
consideramos el martes, sin duda, estarán en el orden del día del miércoles. 


No sé si alguno de los compañeros de Comisión tiene problemas con este planteo y prefiere que nos 
reunamos el día jueves. A nosotros nos queda más cómodo, puesto que venimos a primera hora de la mañana, 


continuar el día martes con la labor hasta la noche. De lo contrario, desde las 12 hasta las 16, solo estamos 
para nuestras cosas particulares; ese tiempo podríamos dedicarlo a la Comisión. 


SEÑORA PAYSÉE.- Quiero plantear la posibilidad de postergar la definición del día de la sesión, dado 
que nuestra sub-bancada se reúne los martes de 14 a 16 horas. 


Yo estoy aquí en carácter de titular, pero, normalmente, el titular es el coordinador de nuestra bancada, por lo 
que para nosotros sería una complicación que la Comisión se reuniera los martes por la tarde. 


Me gustaría consultar esto. Entonces, solicito que se postergue la definición de la próxima sesión, que se 
sugiere realizar el día martes, en función de los argumentos que estoy planteando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que cada uno considere la posibilidad de esa reunión; en todo caso, 
si no es posible realizar otra sesión antes del día miércoles, consideramos este punto el día miércoles a 


primera hora. 


SEÑOR LEGLISE.- Me parece que sería importante contar con la presencia del señor Diputado 
Scavarelli cuando tratemos este proyecto artículo por artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto. Cuando decidamos el día y hora de la sesión se lo avisaremos al 
señor Diputado Scavarelli. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Estoy de acuerdo. 


Muchas gracias. 


(Se retira de Sala el señor Diputado Scavarelli) 


SEÑOR POSADA.- Hice notar en forma personal al señor Presidente, y lo quiero dejar como 
constancia en el seno de la Comisión, que me he enterado del orden del día que teníamos a 
consideración en el día de hoy cuando recibí la citación. Ese no ha sido, por lo menos desde hace varios 
años, el criterio que se ha seguido para conformar el orden del día. Este se conforma por el Presidente 
en consulta con los distintos integrantes de la Comisión. 


Por ejemplo, se estableció en el orden del día recibir al señor Diputado Rossi para realizar un planteo, así 
como algún otro punto que tampoco fue consultado. Quiero dejar constancia en el seno de la Comisión que el 
Presidente -a quien se lo expresé personalmente- tiene que realizar la consulta a los efectos de la 
conformación del orden del día. Este es un criterio sano y que nos evita problemas. 


Por supuesto que este planteo hace a los procedimientos y nada tiene que ver con la cuestión de fondo que ha 
solicitado plantear el señor Diputado Rossi. 


Por otra parte, el señor Diputado Rossi es delegado de sector, por lo cual bastaba con que se apersonara en el 
seno de la Comisión para realizar un planteo, para que esta tuviera la obligación de escucharlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Después de dos semanas sin reunirnos por causas de pública notoriedad, 
articulamos un orden del día que incluyó varias solicitudes de unos cuantos integrantes de la Comisión. 
No pensamos que el pedido formulado en su momento por escrito por el señor Diputado Rossi -que 
como se ha dicho es delegado de sector en esta Comisión- para realizar un planteamiento que 
notoriamente es coyuntural, trajera inconvenientes. 


SEÑOR POSADA.- No trae inconvenientes la solicitud del señor Diputado Rossi para realizar un 
planteo, sino que no se consulte a los integrantes de la Comisión para conformar el orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Trataremos de tener en cuenta lo que dice el señor Diputado Posada, dentro 
de lo que entendemos son nuestras potestades a la hora de trabajar. De los ocho temas incluidos en el 
orden del día, hay varios que no han sido consultados. 

SEÑOR POSADA.- El último punto del orden del día es el levantamiento del secreto bancario, que es 
un proyecto de ley presentado por el Frente Amplio en la sesión pasada, en medio de una discusión 
política. Ese planteamiento claramente tenía un sentido político, y el señor Presidente lo incluye en el 


orden del día sin decir agua va. Entonces, establezcamos criterios que nos permitan trabajar a todos en 
un ámbito de confianza y con todas las garantías. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Posada tiene derecho a proponer todos los puntos que 
quiera para el orden del día. Aquí hay puntos que me han solicitado varios integrantes de la Comisión, 
en particular sobre este tema. También hay otro punto, absolutamente correlacionado, que en su 
momento solicitó el señor Diputado González Álvarez. 


SEÑOR POSADA.- No tiene nada que ver un tema con el otro. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Los dos hacen referencia al tema del secreto bancario. 

SEÑOR POSADA.- Por favor, señor Presidente. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Tomo nota. 

SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- El proyecto que pedí que se tratara, trae atado al otro. 


SEÑOR POSADA.- No lo trae atado; por favor. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Trae atado todo lo que sea en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo creo que lo mejor es seguir adelante. Cada uno sabe a qué atenerse. 
Tiene la palabra el señor Diputado Rossi. 


SEÑOR ROSSLI.- Agradezco a los integrantes de la Comisión de Hacienda que me hayan dado la 
oportunidad de plantear un tema que creo que es de interés de la Comisión. Por otra parte, lo hacemos 
con la voluntad de que este tema, que he venido manejando personalmente, se integre a la agenda de 
trabajo del conjunto de la Cámara de Diputados. Pensamos que si bien es coyuntural, como dijo el 
señor Presidente, es un asunto que no es indiferente al conjunto de la Cámara. Cuando aún siendo 
delegado de sector presenté la nota, pretendí ayudar al ordenamiento de la sesión y no generar algún 
tipo de perjuicio en el trabajo. 


El tema que venimos a plantear es bastante sencillo y fácil de explicar. Después de votar la Ley N* 17.613, 
que autorizó la creación de una institución que finalmente resultó el Nuevo Banco Comercial, nosotros 
recibimos -como le debe haber ocurrido a todos los señores legisladores- distintos comentarios, trascendidos 
e informaciones sobre dificultades de diferente tipo, lo que es bastante comprensible en un esfuerzo tan 
complejo y delicado. También recibimos información sobre algunos asuntos que nos preocuparon y que nos 
interesó seguir en la medida en que todos apostamos a que el Nuevo Banco Comercial sirviera para atenuar 
las dificultades que habíamos vivido en el sistema financiero. 


Últimamente, algunas informaciones recibidas hacían referencia al proceso de integración patrimonial y a sus 
características -lo que en sus líneas generales y en sus objetivos estaba establecido en la propia ley-, a la 
forma de selección del Directorio y del personal superior, a algunos conflictos y desencuentros -esto es lo que 
se comentaba, pero no sé si son ciertos- y a sus niveles de remuneración. Inclusive, en algún caso empecé a 
recibir cifras sobre los niveles de remuneración. 


En función de esto, el 23 de mayo elevamos un pedido de informes al Ministerio de Economía y Finanzas, al 
Banco Central del Uruguay y al Tribunal de Cuentas para tratar de reunir información sobre este aspecto, ya 
que nos parecía que por allí debía estar la pista. 


En el correr de la semana posterior al pedido de informes y consultado sobre el tema, el Presidente del Banco 
Central dio una respuesta en la cual prácticamente deslindaba su responsabilidad sobre el tema y aducía no 
tener información ya que este Nuevo Banco Comercial funcionaba en el ámbito de la empresa privada y, 
como tal, resolvía sus cargos de dirección. Además, agregó que el Banco Central del Uruguay no realizaba 
una supervisión al respecto. 


Me pareció que la respuesta podía ser técnicamente ajustada a Derecho pero que, en función de la historia de 
creación del Nuevo Banco Comercial y de que su capital en un 100% es estatal, no era oportuna ni la más 
adecuada para canalizar esta situación. Nosotros aspirábamos a que esta situación se canalizara por la vía 
normal. Entonces, nuestra respuesta pública, aparte de considerar inoportunas las declaraciones del 
Economista De Brun, fue decir: "En un tema de este tipo, no quiero que me contesten el pedido de informes; 
simplemente pretendo tener la información real de cómo son las cosas y de cómo seguimos para adelante". 


Dado el tono que tomó el tema, si las respuestas no llegan en un plazo considerable -que no puede ser el 
plazo de un pedido de informes cualquiera porque esto no puede ser contestado dentro de un año para luego 
hacer autocrítica-, promoveré otras instancias parlamentarias para solicitar la información. 


En el transcurso del fin de semana recibí respuesta de parte del señor Ministro de Economía y Finanzas en 
algún sentido que yo debo reconocer y valorar. El Ministro de Economía y Finanzas me manifestó en alguna 
oportunidad su preocupación por el tema, me preguntó qué elementos manejaba y qué preocupaciones tenía y 
yo se las transmití. Entonces, prometió una llamada posterior, que efectivamente hizo el fin de semana en la 
que me anunció la voluntad de los Directores del Nuevo Banco Comercial de ajustar sus remuneraciones y 
las del personal jerárquico, el que de alguna manera había sido aludido por trascendidos de prensa con cifras 
y cargos que yo no promoví en detalle, como salió publicado. Posteriormente, ustedes tienen presente cuál 
fue la historia de los acontecimientos a partir del lunes, conocen las idas y venidas. Tenemos versiones de que 
se va a concretar una rebaja de salarios a determinados niveles y la noticia de la renuncia del Presidente del 
nuevo Banco Comercial, pero la verdad es que no hay versión oficial, en primer lugar, de lo que 


preguntábamos en cuanto a los contratos, su alcance, las remuneraciones establecidas, cómo y quién decidió 
la integración de los cargos, etcétera, porque se supone que el Directorio fue designado por el accionista... 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Quiero proporcionar una información que me parece importante. 


Todos conocemos la inquietud del señor Diputado Rossi. Personalmente, he estado conversando sobre estos 
temas y sé que su interés principal -como seguramente el de todos los miembros de esta Comisión- es que el 
Nuevo Banco Comercial funcione con normalidad y con éxito. Debo decir que hablé con el señor Ministro de 
Economía y Finanzas, quien me dijo que el día de mañana llegará al Parlamento -primero al señor Diputado 
Rossi y luego a la Comisión de Hacienda- la respuesta de todos los puntos del pedido de informes cursado 
por el señor Representante. 


Me pareció bueno que contáramos con esta información. 
SEÑOR ROSSLI.- Me alegra la noticia; vamos avanzando. 


Nosotros queremos tener la información -creo que le interesa a todo el Parlamento- en cuanto a contratos, a 
cómo se decidieron, a quién decidió la integración del Directorio, a si el Directorio decidió el nivel de 
remuneración del resto de los funcionarios de jerarquía o si esto se resolvió a otro nivel. También queremos 
información sobre el presente; se anunció la rebaja pero queremos saber cuál será la nueva remuneración a 
partir de que esta se concrete, a fin de poder evaluar y determinar si realmente es razonable y contribuye a 
generar mejores condiciones de funcionamiento futuro. Además, nos interesa saber cómo se decidió la 
integración de la Comisión. 


Por último, creemos importante analizar el seguimiento de este tipo de situaciones, porque conocemos las 
declaraciones públicas del señor Presidente del Banco Central, según las cuales la supervisión se limita a los 
aspectos de funcionamiento de la institución financiera. Sabemos que algunos Ministros del Tribunal de 
Cuentas han manifestado su inquietud en cuanto a si corresponde o no la participación de este Organismo en 
la supervisión de los gastos, en la intervención preventiva de los gastos y contratos que a estos efectos se 
hagan. Pero si no fuera así, tal vez para superar una omisión en la que pudimos haber incurrido al aprobar la 
Ley N? 17.613, tendríamos que prever mecanismos de seguimiento que nos dieran garantías de que, de aquí 
en adelante, este tipo de desencuentros no se producirán; de ese modo, podríamos dar a toda la ciudadanía 
garantías de que esta operación tan complicada -que todos queremos que tenga éxito- se manejará con la 
transparencia debida. 


En función de esto, queríamos poner el tema en conocimiento de la Comisión. Les vamos a dejar algunos 
antecedentes que manejamos -que son muy sencillos- y, además, le solicitaremos que tome las medidas para 
que el señor Ministro de Economía y Finanzas o quien él designe nos haga llegar la información que falta. El 
señor Diputado Amorín Batlle nos avisa que esta información llegará mañana. La recibiremos y, luego de 
analizarla, pido que se nos dé la oportunidad de intercambiar comentarios e, inclusive, si correspondiera, 
pedir alguna aclaración. 


No creemos que este sea un tema menor; sí es coyuntural, pero surge en un momento en el que la situación 
del país no puede permitir este tipo de hechos. He escuchado algún comentario en cuanto a que este tipo de 
discusiones dañan y ponen en riesgo el futuro del Nuevo Banco Comercial; yo creo que lo que pone en riesgo 
el futuro del Nuevo Banco Comercial es tomar decisiones como las que se adoptaron en su oportunidad, que 
ameritaron este nivel de remuneraciones que no ha sido desmentido y sobre el que no se informó a nadie. 


Gracias por haberme recibido, señor Presidente. Voy a seleccionar el material que dejaré en poder de la 
Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El material que entregue el señor Diputado Rossi será repartido. 
SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Quería pedir al señor Diputado Rossi que nos dejara una copia del 
pedido de informes y de los contratos. También quisiéramos saber quién los firmó y nos gustaría 


contar con las planillas de sueldos al 31 de mayo y también con las actuales. Nos interesa tener 
información sobre quiénes son los integrantes de la Comisión Fiscal, quién los designó y cuál será su 


remuneración. Si estos datos no aparecen en la información que el señor Diputado Amorín Batlle nos 
anunció que llegaría, no tendremos más remedio que citar para la próxima semana al señor Ministro 
de Economía y Finanzas para que dé las explicaciones del caso. 


Por otra parte, a través de la prensa me enteré de una idea del Foro Batllista -que me ha gustado mucho- de 
topear los salarios de los funcionarios del Estado y de aquellos que integran empresas en las que éste sea 
accionista mayoritario. La iniciativa nos gusta mucho porque va en la misma línea que aquello que intenté 
que se aprobara en la anterior Rendición de Cuentas, que apuntaba a que ningún funcionario del Estado 
percibiera un salario que superara los cincuenta salarios mínimos. Lamentablemente, en el plenario no se 
alcanzaron los votos para aprobarlo, pero sigo en la misma línea y ahora veo que el Foro Batllista -con 
algunos matices, porque el tope que manejan es mucho más alto- opina más o menos lo mismo. La prensa ha 
informado que el proyecto vendría a la Comisión de Hacienda; con mucho gusto trabajaremos para tratar de 
establecer una escala de salarios, a efectos de que no pase lo que nos ocurrió ahora u otro tipo de cosas que 
pueden surgir. Decimos esto porque la Corporación Nacional para el Desarrollo ha creado sociedades 
anónimas; está la Corporación Vial, con salarios de $ 100.000 o $ 150.000, y no sabemos qué pasará con la 
Sociedad Anónima del Aeropuerto. También se habla de que en la órbita de la Corporación se creará otra 
Sociedad Anónima para analizar las arenas negras, y no conocemos qué sueldos se ganan en República Afap, 
en la que el 100% de las acciones corresponden al Estado. Quiere decir que el mismo tipo de información que 
se solicita respecto del Nuevo Banco Comercial tendrá que abarcar también otras empresas. En este sentido, 
adelanto que estoy dispuesto a que se analicen estas remuneraciones y a que, si es necesario, se apruebe un 
proyecto como el que presentó el señor Diputado Vener Carboni, representante del Foro Batllista. 


Insisto: esto que ha ocurrido le hace mucho daño al sistema, porque por más que se diga que el señor 
Ministro no lo sabía, es muy difícil que la población pueda creer que quienes ocupan cargos importantes no 
tengan esta información ni decidieron estos salarios que -según la prensa; información oficial todavía no 
tenemos-, en el caso del Gerente General era de US$ 33.000 y de más de US$ 20.000 para los demás, y hay 
algunos asesores -que no sé de dónde los sacaron- que ganan alrededor de $ 400.000. No sé si el señor 
Diputado Amorín Batlle tomó nota, pero sería conveniente que también enviaran los perfiles de esos asesores 
que ganan $ 400.000. 


Es más: creo que no va a alcanzar con que venga una nota. Me parece que debemos citar a quien es el 
responsable de esto, es decir, al señor Ministro de Economía y Finanzas y al Banco Central, o quienes ellos 
entiendan conveniente, para una próxima sesión a los efectos de que nos expliquen todas estas cosas antes de 
que este tema siga estando en la opinión pública y haciendo mucho daño al país, a la democracia y a la 
credibilidad que debemos tener quienes estamos en la actividad política. Entonces, creo que es 
imprescindible la comparecencia del señor Ministro o de quien el considere conveniente en esta Comisión. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Yo dije que el Ministerio de Economía y Finanzas iba a responder 
mañana el pedido de informes del señor Diputado Rossi y seguramente algo más, porque el pedido de 
informes fue hecho hace 14 días y algún elemento cambió durante ese tiempo. Entonces, seguramente, 
el informe reflejará la situación al día de hoy. 


Me parece prudente -siempre hemos actuado de esa manera todos los integrantes esta Comisión- ver este 
informe, si hay algún elemento que no está completo, que no nos satisface, y, en ese caso, le pediremos al 
señor Ministro que nos lo aclare. 


La relación del Parlamento en general con el señor Ministro de Economía y Finanzas es muy fluida, y sería 
casi un agravio -o, por lo menos, apresurado- que lo citáramos a concurrir a la Comisión antes de recibir su 
respuesta por escrito, cuando además, ha tenido la sensibilidad de hablar con el señor Diputado Rossi por lo 
menos dos veces en estos últimos días. Yo sugiero que recibamos la respuesta -primero el señor Diputado 
Rossi y después los demás integrantes de la Comisión- y que actuemos de acuerdo con las circunstancias. 


SEÑOR POSADA.- Quisiera señalar la importancia del planteo del señor Diputado Rossi porque, en el 
fondo, pone en cuestión un tema que hace a la transparencia y que se refiere a ese campo de nadie o a 
esa serie de indefiniciones que existen con respecto a quién controla las empresas que, en definitiva, son 
del Estado. Señalaba bien el señor Diputado González Álvarez que en la misma situación está 
República AFAP. 


Creo que nos estamos enfrentando a un vacío de carácter legal que hay que llenar rápidamente. Quizás sea 
inconveniente que sea el Tribunal de Cuentas el que realice un seguimiento, o quizás pueda hacerlo con otro 
tipo de funciones específicas, pero no está claro interviniendo el gasto y cosas por el estilo, porque, de otra 
manera, estaríamos en una situación de entorpecimiento de una actividad que, inclusive, creo que deberíamos 
revisar para que muchos de los controles que se realizan en la órbita del Tribunal de Cuentas sean a posteriori 
y con una carga mucho más fuerte en materia de exigencia para los funcionarios públicos. 


Pero al margen de eso, está claro que hay un vacío legal y, en todo caso, parece oportuno que una vez que 
tengamos la respuesta a estas interrogantes que se han planteado dediquemos un tiempo a reflexionar con 
respecto a la posibilidad de encarar algún tipo de seguimiento de estas actividades del Estado y, sobre todo, 
saber quién queda como responsable de ese seguimiento. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Yo me allano a la solución que ha planteado el señor Diputado 
Amorín Batlle. Esperemos que en esta semana venga la información necesaria, y todo lo que creamos 
que no está contenido en ella pediremos que lo traiga un funcionario -no tiene por qué ser el señor 
Ministro- para aclarar las dudas. Entonces, hago un compás de espera hasta recibir la información. 


SEÑOR ROSSI.- Agradezco la consideración porque conozco la agenda de la Comisión y sé que ya hay 
otros ciudadanos esperando para ingresar. Simplemente, creo que este asunto no debe demorarse. 
Considero que es malo que se demoren las respuestas, que ya no son respuestas al señor Diputado que 
pidió el informe sino que sería bueno que las empiece a recibir la ciudadanía que ha recogido esta 
inquietud. No tenemos interés en complicar la vida de un Ministro que, por cierto, la tiene bastante 
complicada de por sí, pero, en última instancia, él es el responsable de esto y, por lo tanto, aspiramos a 
recibir las respuestas. Si no es así, no tendremos otro remedio que reclamar su presencia. Estamos de 
acuerdo en darle tiempo, pero debe ser razonable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la Comisión comparte la importancia del tema. 


A continuación, pasamos a recibir a la delegación de ahorristas del Banco de Crédito. 


(Ingresa a Sala una delegación de ahorristas del Banco de Crédito) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a una delegación de ahorristas del Banco de Crédito, 
integrada por las señoras Rosario Aguado Ruiz y Raquel Lilian De Marco y los señores José Ramón 
García, Gustavo Eduardo Rodríguez, Sergio Gustavo Latorre, José Pedro Kouyoumdjian y Jorge José 
Ubbriaco. 


Les reiteramos las disculpas que les habíamos hecho llegar, porque por dos ocasiones tuvimos que incumplir 
con la cita anunciada debido a que los acontecimientos del último mes fueron de una intensidad peculiar. 


La Mesa informa que se va a incorporar al acta una carta que nos han entregado. 
(Texto de la carta entregada:) 
"Montevideo, Junio 11 de 2003. 
Señores 
Poder Legislativo 
COMISIÓN DE HACIENDA DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS 
Presente 
De nuestra mayor consideración. 


Los ahorristas del Banco de Crédito comparecemos nuevamente ante los señores legisladores sin haber 
recibido solución alguna, luego de once meses de engaños, promesas incumplidas, inoperancia estatal y 


prepotencia del Poder Ejecutivo. 


El Banco de Crédito (BDC) desde 1998 fue dirigido, gestionado, directamente administrado y absolutamente 
controlado por el Gobierno a través de sus intermediarios, la Corporación Nacional para el Desarrollo (CND) 
el Ministerio de Economía y el Banco Central del Uruguay (BCU). 


Nadie en Uruguay tuvo dudas de la gestión estatal directa en el BDC hasta que el Gobierno persiguiendo la 
obvia finalidad de restarse responsabilidad, insistentemente intentó endilgarle al socio minoritario el esfuerzo 
de reabrirlo. Allí comenzaron siete vergonzosos y novelescos meses cuyo trágico epílogo fue la liquidación 
del BDC, la pérdida de U$S 130 millones adicionales de los ya engañados y nuevamente despojados 
ahorristas y el patético intento del Gobierno de esconder su evidente responsabilidad tras una ensayada 
pantomima donde expresaba preocupación por la situación de los depositantes. Al mismo tiempo le endosaba 
toda la carga del fracaso al Grupo de la Unificación, al que por detrás el Directorio del BCU, durante el 
período de suspensión de actividades del BDC, le autorizó a retirar varios millones de dólares de sus 
empresas vinculadas como ser Jun Sik Lee Park, Seil Travel S.A., Codanil Internacional S.A., Rilomán S.A., 
Atenil S.A, y Victoria Terrace S.A. Esto amén de otros retiros autorizados en el período de suspensión como 
ser la Asociación Española, Mi Granja y otros ilegales retiros de las cuentas de plazos fijos. 


El BDC con la anuencia del Gobierno vendía EXPLÍCITAMENTE, "el respaldo del Estado"; este fue desde 
el inicio de la etapa de gestión estatal, el principal argumento de ventas y captación de ahorros de los 
confiados ahorristas, que al dejar lo suyo nunca dudaron de la honorabilidad del Estado, que ofrecía su 
respaldo a manos llenas. El ampliamente promocionado respaldo estatal, NUNCA FUE DESMENTIDO por 
el accionista mayoritario, ni por sus directores elegidos por el Gobierno, ni por los sucesivos gobiernos que 
gestionaron el Banco siendo promocionado incluso por los propios funcionarios del BDC. La explícita venta 
del respaldo estatal fue reconocida por los propios directores de la CND, cuando declararon en este recinto, 
conocer el argumento comercial y discrepar con el mismo por considerarlo según sus palabras un "engaño a 
la buena fe de los ahorristas". Sorprendentemente esta discrepancia con el engaño que se perpetraba, no 
motivó ninguna lógica y justificada advertencia a los depositantes, en todo el tiempo que el Banco 
permaneció abierto captando ahorros cuando ya existía un déficit patrimonial desde diciembre de 1999 de 
alrededor de U$S 52.000.000; apareciendo sin embargo cuando el Banco fue cerrado y se vieron ante el deber 
de honrar lo que desde su Banco explícitamente vendían. 


Los depositantes del BDC durante el período de gestión estatal, colocábamos nuestros ahorros en un Banco 
que desde el principio, según los informes recientemente conocidos, presentaba patrimonio negativo. Esta 
irregular situación patrimonial, perjudicial para los ahorristas, nunca fue resuelta por el Gobierno que tenía la 
responsabilidad de sanear la institución para proteger los intereses de quienes le confiaban sus ahorros. Pero 
lo más grave del proceder gubernamental, es que esta perjudicial situación patrimonial fue deliberada e 
insistentemente ocultada a los depositantes por los directores del BDC, los directores de la CND y los 
directores del BCU, mediante la alteración de balances y la postergación por años, de su debida publicación. 


Quien fuera el último Presidente de la CND mientras el BDC permaneció abierto, Julio De Brun, actualmente 
en ejercicio de la Presidencia del BCU, tuvo que reconocer ante la insistencia de varios Senadores, los 
indebidos y perjudiciales procedimientos que hemos mencionado. 


Luego del fallido intento de reabrir el BDC, con los consiguientes daños para sus depositantes, el Ministerio 
de Economía promovió un acuerdo con estos acreedores, que según el Gobierno permitiera devolver los 
ahorros atrapados y recuperar la confianza en el sistema financiero nacional. 


Al comienzo de las conversaciones y considerando que se nos había vendido el respaldo estatal, los ahorristas 
propusimos pasar los activos y pasivos al BROU para cobrar nuestros depósitos reprogramadamente, al igual 
que el resto de la banca del Estado; esto fue rechazado por el Gobierno, a pesar que la deuda pública fue 
reprogramada a 5 años respetándoseles sus tasas de interés y los Bancos estatales reprogramados a 3 años a 
una tasa del 6%, en nuestro caso un Banco con respaldo del Estado, mayoría accionaria del Estado y 
gestionado por el Estado no fue contemplado en ninguna reprogramación como las mencionadas 
anteriormente como en realidad debió haber sido, de acuerdo a la resposabilidad manifiesta del Estado. 


Luego propusimos cobrar en parte con bonos del tesoro tomados a su valor nominal; esto fue aceptado pero 
incumplido; forzando también la aceptación de cualquier papel que el BCU aceptara como forma de pago en 


la subasta de activos. Razonablemente los ahorristas limitaron el vencimiento de los bonos del tesoro a 
recibir como pago en la subasta, al año 2011; esto tampoco fue incluido en el Acuerdo. 


Las más que lógicas exigencias de conocer la forma de pago y las garantías de la deuda del Grupo de la 
Unificación, previamente a la firma del Acuerdo, fueron deliberada e insistentemente soslayadas por el 
Gobierno. La exigencia de que todas las empresas del Grupo Moon garantizaran el pago de su deuda, fue 
retirada por el Ministerio de Economía dejando solamente a las empresas deudoras del BDC, así como 
tampoco fue incluída la limitación de que el referido Grupo en caso de disponerse a pagar con bonos del 
tesoro, lo hiciera presentando bonos con vencimiento no posterior al año 2011. 


Entonces los ahorristas debimos soportar por parte del Poder Ejecutivo la mayor campaña coercitiva que 
hemos conocido. El Ministro de Economía y el Presidente del Banco Central, durante semanas 
constantemente coaccionaron a los depositantes con la mal disimulada amenaza de que en cumplimiento de 
la ley, no tenían otra salida que la liquidación tradicional, si los ahorristas no accedían a firmar el Acuerdo. 
Cumplimiento de la Ley que el gobierno sistemáticamente soslayó cuando engañaba a los ahorristas, alteraba 
y ocultaba balances para captar depósitos en el BDC. 


El plazo de adhesión al Acuerdo debió ser prorrogado tres veces pues no contaron con las firmas al finalizar 
los mismos. Compañeros de infortunio declararon que los empleados bancarios se sumaron a la indigna 
campaña, llamando a los más jugosos ahorristas nacionales y extranjeros (siempre a costo de los 
depositantes) para coaccionarles indebidamente, lógicamente persiguiendo propios intereses. Esto fue además 
registrado en el programa radial "Cierre de Jornada" de Radio Sarandí, donde uno de los periodistas, 
informado de la situación por un indignado ahorrista, contactó al Gerente de la sucursal Centenario del BDC, 
justificando este último el procedimiento descrito como ordenado por sus superiores aclarando que se refería 
al liquidador. Asimismo fueron facilitados números telefónicos de los más voluminosos depositantes a 
algunos ahorristas manifiestamente adherentes para colaborar con el fin perseguido violando el secreto 
bancario que regía para los no-adherentes. Contamos con pruebas testimoniales al respecto. También hemos 
recibido testimonios de otros tipo de presión provenientes de la clase política. 


Es necesario denunciar además, que el ahorrista a cargo de la organización de nuestras movilizaciones, 
además de los graves problemas personales y familiares que ha debido enfrentar por la situación que le ha 
originado su confianza en este país y su sistema financiero, ha debido soportar presiones por parte de 
integrantes de Inteligencia policial con seguimientos y potenciales citaciones a declarar, obviamente con la 
intención de hacernos desistir de los justos reclamos que llevamos adelante. 


Con las maniobras descritas dignas de gobiernos totalitarios por no decir más, los ahorristas que finalmente 
firmaron, fueron empujados progresivamente a aceptar el inconveniente acuerdo, como la pretendida única 
alternativa. 


Aún con todos estos procedimientos e intereses aunados, las firmas no alcanzaban, por lo cual cambiaron el 
criterio de cálculo del control de adhesiones. Esto quedó en evidencia cuando el liquidador del BDC ante 
consulta de la Comisión de Ahorristas (motivada por declaraciones de prensa del Ec. De Brun), el viernes 30 
de mayo, dos horas antes del vencimiento del último plazo y confirmando lo que todos entendimos desde el 
principio, respondió que se necesitaban firmas que representaran U$S 200 millones. Solamente tres horas 
mas tarde los ahorristas nuevamente fuimos sorprendidos con el anuncio de que con algo mas de U$S 160 
millones de los depositantes, el Acuerdo había sido aprobado, prorrogándose nuevamente el plazo para 
recolectar adhesiones adicionales sin motivos ti ascendentes, siendo válido por nuestra parte considerar que - 
no se había alcanzado el 66% del capital de los ahorristas para la entrada en vigencia del mismo. 


El Sr. Ministro de Economía en declaraciones realizadas en la 9” sesión extraordinaria de la Cámara de 
Senadores del 10 de abril de 2003 dejó expresa constancia que "iba a elaborar una propuesta para someterse a 
la aprobación de los ahorristas", desprendiéndose claramente de estas palabras que nunca se realizaría una 
propuesta de acuerdo donde firmaran el Gobierno y el Grupo de la Unificación. 


No podemos olvidar en este nefasto rosario de faltas al Presidente de la República que luego de apelar a la 
confianza en el sistema financiero nacional, exhortando a dejar los ahorros en Uruguay, prometiendo honrar 
los compromisos asumidos por el Estado y calificando a estos ahorristas de patriotas, por otro lado y lejos de 
la prensa nos dejara tendidos en el campo de batalla, sin la menor consideración y a merced de estos 
coaccionadores funcionarios suyos, del gremio bancario y de otros adláteres. 


¿Esta es la manera en que nuestro país intenta recuperar la confianza de los inversores y de los ahorristas, que 
como ahora es evidente, justificadamente se llevaron su dinero a destinos mas honorables? ¿Es la forma 
debida llamar de manera hipócrita, patriotas a los ahorristas, coaccionándoles por otro lado para que 
aterrorizados, se vean forzados al así llamado Acuerdo, en lugar de exigirle al Grupo Moon que pague de una 
buena vez? Ningún ahorrista con mínimo criterio de supervivencia, ante los impúdicos procedimientos del 
Gobierno de nuestro país puede confiar en un Banco estatal; llámese Banco República, Hipotecario o Nuevo 
Banco Comercial; como tampoco lo harían en Bancos donde participaran los procesados ex-directores de los 
liquidados Comercial o Montevideo-Caja Obrera. 


Apelamos nuevamente a nuestros honorables legisladores para proteger de los fracasos de este Poder 
Ejecutivo, a los ciudadanos que de buena fe en este país confiaron. Como le solicitáramos reiteradamente al 
Gobierno, únicamente pretendemos las mínimas garantías de cobrar lo nuestro, exigiendo solamente: 


- Convocar la conformación de una mesa tripartita integrada por el equipo económico, ésta Comisión 
Legislativa y la Comisión Representativa de los Ahorristas para encontrar soluciones que realmente 
dignifiquen al Estado y su tradición de cumplidor de sus compromisos, ahora brutalmente truncada por el 
Gobierno. 


- Los medios de pago a los depositantes deberán constituir un razonable "equilibrio" entre efectivo, depósitos 
reprogramados en el Banco de la República y papeles que cuenten con respaldo estatal, es decir letras de 
tesorería o bonos del tesoro con vencimiento razonables y tasas de interés no menor al 4%, no admitiendo 
vencimientos mayores al 2011. 


- Al Grupo de la Unificación, socio minoritario admitido por el Estado en el BDC que pague sin mas 
dilatorias. Conocida ya la aberrante y dilatada forma de pago que este Grupo propone con bonos 
estadounidenses al año 2015, que no pagan interés, bonos del tesoro al 2017 con intereses ridículos de tasa 
Libor + 1% y bonos del tesoro con vencimientos exageradamente largos como ser al año 2033 
comprometiendo al Estado que los canjee por instrumentos de pago con respaldo estatal con vencimientos no 
mayores al 2011. 


- Pretendemos que las 2/3 partes de nuestros depósitos sean abonados con efectivo, letras de tesorería o 
certificados reprogramados del BROU, y el 1/3 restante con bonos del tesoro vencimiento máximo 2011 
opción liquidez a una tasa incremental del 4 al 7% según Decreto 130/03 del 09/04/03 manifiesto en el 
Acuerdo Colectivo del 13/05/03 presentado a los ahorristas. 


Ahorristas del Banco De Crédito 


(Engañados por el Gobierno Nacional y Grupo de la Unificación)”. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- ¿El contenido de la carta es respaldado por las personas que hoy 
están presentes? Digo esto por si la carta expresara cosas que no son correctas. 


SEÑOR GARCÍA.- Es el sentimiento de los ahorristas, somos el instrumento, al igual que la 
Corporación Nacional para el Desarrollo fue el instrumento del Estado para controlar el Banco de 
Crédito. 


Quiero destacar la responsabilidad del Estado en el Banco de Crédito. Sabemos -no sé si es cierto- que la 
Corporación Nacional para el Desarrollo tenía mayoría accionaria de parte del Ministerio de Economía y 
Finanzas y del Banco de la República. A su vez, el Banco Central tenía responsabilidades por la gestión, de 
acuerdo con una nota que manda al Banco de Crédito con fecha 25 de enero de 1999. También el Banco 
Central, en carta enviada el 16 de diciembre de 1998, deja expresa constancia de que se hacía cargo de 
cualquier pérdida patrimonial que tuviera la Corporación por la compra del Banco de Crédito. Además, la 
publicidad expresaba que tenía el respaldo del Estado. Eso con respecto a la responsabilidad del Estado. 


He ido extractando lo que podríamos llamar las culpas de un ahorrista. Aparentemente, los ahorristas somos 
culpables de confiar en este país. Somos culpables de tener voluntad y capacidad de ahorro, porque con la 
voluntad no alcanza. A su vez, en el momento de depositar en el Banco, aparentemente, pasamos a ser 
considerados sus dueños y como tal tenemos que pagar todos sus costos operativos, despidos, etcétera. 


También pretendemos que nos devuelvan nuestros ahorros, lo que parece una herejía. Pretendemos que los 
legisladores se preocupen, nos escuchen y traten de solucionar nuestras culpas, pero en cambio nos han 
despedido con mucha suerte en varias oportunidades. Los ahorristas pretendemos que los accionistas, los 
empleados y la Justicia cumplan con sus obligaciones y responsabilidades en este Banco. A su vez, queremos 
que la publicidad sea verdadera y se haga realidad. También pretendemos que los derechos se respeten y que 
las responsabilidades y obligaciones de los accionistas sean realidad, se cumplan efectivamente y no solo en 
los papeles. Siempre se ha expresado que no hay que olvidarse de que si delante de uno alguien está 
cometiendo un delito o violando el derecho, el que lo deja pasar es tan culpable como el que lo comete. Me 
tomé el atrevimiento de anotar la letra de una canción que dice: "No hay que olvidarse de que se hace camino 
al andar y al volver la vista atrás se ha de ver el camino que nunca se volverá a pisar". 


SEÑOR UBBRIACO.- Aquí hay responsabilidades claras del Gobierno -llámese Ministerio o Banco 
Central-, que está eludiendo y ocultando una situación. Esa situación no nace ahora sino que viene de 
muchos años atrás. Ya lo dijo AEBU, a través del Presidente de la banca privada, el señor Juan José 
Ramos: el patrimonio de este Banco era negativo desde hace ya muchos años. En aquel momento, 
cuando el accionista era solo Moon, la deuda del Banco superaba ampliamente lo permitido por las 
normas del Banco Central. 


Por ese motivo, en el año 1998, el Banco fue intervenido por el Estado. En setiembre de ese año el Estado lo 
capitalizó con US$ 25:000.000. 


Dos meses después se les ocurre la brillante idea de asociarlo o de fusionarlo con el Banco Pan de Azúcar. Si 
ya el problema del Banco de Crédito era grave, con esto se agrava aún más. 


En sus últimos años, el Banco Pan de Azúcar había tenido muchos problemas. Todos recordamos cuando allá 
por la década del noventa el Estado puso más de US$ 200:000.000 para que tuviera un patrimonio positivo y 
pudiera ser vendido. Pero no apareció nadie para comprarlo hasta que se lo ofrecieron a un asegurador, el 
señor Benhamou. Le comentaron a este señor -que, aparentemente, era quien aseguraba al Banco Hipotecario 
en París; el Banco Hipotecario tenía un reaseguro en París- que había un Banco en venta y le preguntaron si 
lo quería adquirir. A esta persona le entusiasmó la idea y se presentó en el Banco Central, pero allí le dijeron 
que no lo podían vender a un particular, sino que tenía que ser otro Banco el que lo comprara. 


En ese momento, Benhamou volvió a Europa y se contactó con Bancos italianos que tenían una fiduciaria 
que se llamaba Bank North. ¡Oh, casualidad! El nombre servía, y mucho, porque parecía que era un Banco. 


En el ínterin -esta historia se conoce porque el caso está en la vía judicial- el señor Cambón -si mal no 
recuerdo-, que estaba en el Banco de Seguros, se ofrece como intermediario para que el Banco Pan de Azúcar 
fuera adquirido por el Banco ACAC Crédit Agricole. El negocio se frustró porque el intermediario solicitó 
algo así como US$ 3:000.000. Eso figura en las actas del señor Balcaldi, que fue el Juez que actuó en esta 
causa. 


Entonces, aparece nuevamente el señor Benhamou, pero a través de Bank North -no figuraba él, porque no 
podía-, y pone US$ 5:000.000 a esta fiduciaria. Se permite que esta fiduciaria se presente en Uruguay para 
adquirir el Banco. 


Un año y medio después de adquirido, este Banco es desvalijado. Creo que queda con un patrimonio negativo 
de US$ 50.000.000, y el Estado nuevamente se hace cargo del Banco. 


La responsabilidad era muy grande; había que encontrar una salida. Para no poner más dinero -porque si se 
ponía un peso más, se configuraba un delito- fusionan el Banco Pan de Azúcar con el Banco de Crédito. 
Entonces, el Banco de Crédito estaba absorbiendo ese patrimonio negativo de US$ 50:000.000. El asunto era 
cómo tapar eso. 


Por lo que tengo entendido, recién en el año 2001 el señor Fernández Becchino conversó con las autoridades 
del Banco de Crédito para ver cómo se podía tapar esa brecha. 


Entonces, se les ocurrió la brillante idea de inventar lo que se ha llamado activos nominados; aclaro que no 
soy contador. Según la versión taquigráfica de la Comisión Investigadora, ahora se los llama de otra manera, 


creo que cargos diferidos. Lo que pretendían era que a lo largo de los años se redujeran esos créditos de las 
ganancias del Banco. Esto era un maquillaje de un balance claramente negativo. Era imposible que pudiera 
funcionar. 


Si nosotros hubiéramos conocido esa situación no se nos hubiera ocurrido poner un solo dólar allí; 
obviamente, desconocíamos ese hecho porque se nos ocultó. Tanto es así que nunca se presentaron los 
balances al Banco Central, porque no podían hacerlo. 


El año pasado se exigió al Banco de Crédito -en una situación muy mala, como fue la del año pasado- que el 
accionista minoritario se hiciera cargo de todo el Banco, inclusive, de toda esa deuda. A nadie se le puede 
ocurrir que en el peor momento de ese tipo de negocio, el accionista minoritario se haga cargo, poniendo 
mucho dinero para ver qué va a pasar más adelante. Todos sabemos qué hizo el accionista minoritario. 


El año pasado, ante esa situación, el Estado decidió capitalizar el Banco de Crédito. Eso también consta en la 
versión taquigráfica de la Comisión Investigadora. 


El Estado habla con el accionista minoritario; el Banco Central envía dos cartas al Banco de Crédito entre 
junio y julio -no recuerdo las fechas- expresando su intención de capitalizarlo. El Directorio habla con el 
accionista minoritario y se hace una convocatoria a la asamblea de accionistas para el día 20 de agosto, lo que 
no se concretó porque antes se produjo la suspensión de actividades. 


De manera que hubo intención de parte del Estado de capitalizar el Banco, conociendo la situación en la que 
estaba. Obviamente, esto no se produjo y el Banco cayó. 


Después vienen estos diez meses y medio de angustias para nosotros los ahorristas, que somos los únicos que 
aún no han tenido ningún tipo de solución. 


No entendemos cómo es posible que a ahorristas de nuestra misma "categoría" -entre comillas-, porque 
nosotros pensábamos que éramos ahorristas del Estado -en lo particular, fui a ese Banco porque suponía que 
era un Banco del Estado; así me lo decían los funcionarios, que ahora ni me miran-, se les haya dado una 
solución y a nosotros no. A nosotros nos vendieron ese Banco como del Estado; retiré dinero del Banco 
Hipotecario para ir al Banco de Crédito. Fuimos vilmente engañados. 


Hoy estamos desesperados. A los ahorristas del Banco de la República y del Banco Hipotecario les han 
reprogramado sus depósitos, vía ley, a tres años, con una tasa muy elevada si la comparamos con lo que hoy 
se paga en el mercado. Cuando eso sucedió, nosotros -y creo que todos en Uruguay- dijimos: "¡Qué 
barbaridad!". Y es una barbaridad, es un atropello a la propiedad privada. Pero hoy, en la situación en la que 
estamos, decimos: "¡Qué bueno hubiera sido que hubieran hecho lo mismo con nosotros!". 


También está la situación de los Bancos estafados, claramente robados. A los ahorristas se los reprograma a 
seis años, más uno de gracia porque van a empezar a partir de setiembre, con una tasa muy baja, de un 2%. 
Se les hará pagos trimestrales con los que se irá amortizando capital e intereses. 


Después vemos lo que sucedió con la deuda externa del Uruguay. A los tenedores de deuda se les reprogramó 
la deuda a cinco años, dándoles, inclusive, dos opciones; una de ellas es la extensión de los plazos. Hay 
soluciones a tres, cinco y seis años. Pero a nosotros se nos obligó a ingresar en un acuerdo en el que no hay 
plazos. Inclusive, ahora observamos cómo el Grupo Moon plantea bonos al 2033. Yo no sé cuántos de los 
ahorristas pueden soportar treinta años de espera para recibir el capital. Los bonos que se están ofreciendo 
son los del Estado americano, que son bonos de acumulación al 2015. Estamos hablando de doce años. Yo me 
pregunto: ¿alguno de nosotros ha puesto el dinero en un Banco para ver algo del capital como mínimo a los 
doce años? Creo que es una situación desesperante. No se trata solo del perjuicio moral a nuestra dignidad, 
sino que parece que estuviésemos mendigando cuando en realidad estamos pidiendo algo que es nuestro. 
Entendemos que el Banco dio quiebra, por supuesto. Pero entendemos también que hubo una estafa hacia 
nosotros, que se nos mintió. Por eso no admitimos la liquidación lisa y llana, como se dice de una empresa. 


Hoy tenemos una pérdida patrimonial muy grande. Fuimos los ahorristas los que propusimos que se nos 
abonara con bonos porque entendíamos la situación del Uruguay, pero nunca creímos que se nos iba a tomar 
el pelo vilmente ofreciéndonos bonos a treinta años. 


Dicho esto, voy a comentar algunos asuntos. 


En estos últimos días el Presidente del Banco Central y el Ministro de Economía y Finanzas nos han 
amenazado. Realmente han amenazado a todos los ahorristas, nos han intimado para que firmáramos este 
acuerdo. El 17 de mayo, cuando regresaba de su viaje a Europa, el Presidente del Banco Central del Uruguay 
expresó en la prensa que este acuerdo era muy similar al anterior, con el que todos los ahorristas -incluyendo 
los que hoy firmaron- estaban en desacuerdo. Si eran muy similares, no entendemos por qué algunos 
ahorristas después convocaron a la adhesión. Nosotros no tenemos claro qué sucedió en esa semana. 


Decía que nos amenazaron diciendo que no íbamos a percibir un solo peso porque el Estado era acreedor 
preferente e iba a cobrar antes que nosotros. Estamos haciendo los máximos esfuerzos para tratar de obtener 
esos US$ 308:000.000 que son el pasivo de los depósitos a plazo fijo y de algunos otros acreedores. Esa es la 
cifra que habría que alcanzar. Es claro que si el Estado reclama sus US$ 180:000.000, nosotros nos 
quedaríamos solamente con US$ 128:000.000. Por lo tanto, estaríamos recibiendo algo más de un 30% o 
35%. 


Una gran sorpresa nos llevamos a última hora el día viernes que finalizaba el plazo para la adhesión, cuando 
se nos dijo que el Estado iba a firmar. En el comunicado oficial del Banco Central del Uruguay -que se puede 
encontrar en la página "web" del Banco Central- dice que no pueden firmar acreedores preferentes ni 
privilegiados. Es decir que si el Estado firmó por US$ 150:000.000, es porque estos no estaban delante de 
nosotros sino al costado, tenían la misma categoría que nosotros. Si hacemos esa cuenta nos da que ya no 
perderíamos todo. Es decir que si recuperamos esos US$ 308:000.000, todos cobraríamos el 60% 


Esto demuestra que se engañó al ahorrista, que se mostró una situación que no era la real, que se mintió. Creo 
que el Presidente del Banco Central del Uruguay, de la autoridad monetaria, tiene que transmitir confianza, 
seguridad, no puede engañar a la gente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Todo lo expresado ha sido muy claro y ha quedado plasmado en la versión 
taquigráfica. Nos queda muy poco tiempo, por lo que solicito que se centren en los temas que no están 
establecidos en el memorándum. 


SEÑOR UBBRIACO.- Quiero agregar que AEBU se prestó a esto porque, obviamente, va a recibir 
determinados beneficios con este acuerdo. Aclaro que nosotros no tenemos nada en contra de los 
funcionarios. El tema es que en este momento estamos en una contraposición de intereses y vemos que, 
lamentablemente, no se está haciendo nada al respecto. En reuniones privadas, el contador Vieytes 
admitió hace unos días atrás que no están haciendo nada y que nada pueden hacer -aparentemente- 
contra el gremio bancario; le tienen hasta temor. Y nosotros vamos perdiendo día a día US$ 70.000 
solamente de gastos operativos. Vemos como se despilfarra nuestro dinero mientras nosotros no vemos 
un solo dólar desde el 29 de julio de 2002. 


Nadie ha tomado en consideración la situación particular de cada uno de nosotros. Hay gente que no está 
trabajando, gente que no consigue empleo y gente que vivía de sus intereses y que hoy no tiene dinero. Sin 
embargo, los funcionarios siguen cobrando sus haberes como si el Banco permaneciera abierto; es indignante 
ir al Banco y verlos jugar en la computadora, sin hacer absolutamente nada, generando beneficios, salario 
vacacional, aguinaldo, etcétera. Inclusive, están recibiendo aumentos de sueldo desmedidos para la situación 
que estamos viviendo. Ninguno de nosotros recibió ese aumento de sueldo. ¿No hay dignidad para esto? ¿No 
hay algo que lo pueda frenar? 


Nosotros hemos sido complacientes, no hemos iniciado acciones legales ni generado trabas a esta 
negociación, pero estamos en un punto que no podemos más que decir basta. 


SEÑOR LATORRE.- Voy a hacer un petitorio, a modo de síntesis de lo expresado y de lo que consta en 
el documento que pretende ser un análisis de la situación. 


Pedimos que se investigue, primero, la violación de las normas ante el Banco Central del Uruguay en cuanto 
a presentación de balances, absorción de pérdidas y autorización de cargos diferidos; segundo, las pérdidas 
absorbidas al ingresar al Banco Pan de Azúcar; tercero, el cumplimiento de la integración de capital que no se 


efectuó; cuarto, la publicidad engañosa sobre el respaldo del Estado; quinto, la legalidad de los préstamos 
otorgados a empresas del Grupo Moon y al Estado; sexto, la violación del deber de los funcionarios 
bancarios; séptimo, la legalidad de negar la información al Banco Central del Uruguay y a los liquidadores, 
tal como está ocurriendo hoy; octavo, la responsabilidad del Presidente de la República en cuanto a sus 
declaraciones referidas a honrar los compromisos; noveno, la legalidad del acuerdo sometido a los ahorristas, 
incluyendo la posibilidad de que el Estado y el Grupo Moon firmen por sus depósitos. Por último, 
solicitamos que se pidan informes al Banco Central del Uruguay sobre la situación actual de los empleados, 
dado que se desconoce a qué institución pertenecen y, de caber, que se proceda a tomar las medidas 
administrativas correspondientes. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- He escuchado atentamente. Conocemos la situación; conocemos la 
publicidad engañosa que hizo en su momento el Banco Pan de Azúcar. Muchos de ustedes pensaron 
que el Estado estaba detrás y que era lo mismo tener el dinero allí que en el Banco de la República. 
Vamos a leer atentamente el petitorio que hacen, y veremos. Les aclaro esto porque no me gusta que la 
gente diga que vino al Parlamento a hacer unos planteamientos y el Parlamento no hizo nada. 


Reitero que vamos a analizar en detalle la versión taquigráfica, pero creo que el 90% de lo que quieren que se 
investigue no es competencia de una Comisión asesora del Parlamento, como la de Hacienda; eso 
corresponde a la órbita del Poder Judicial o, quizás, a la de la Comisión Investigadora que está analizando la 
problemática en el sistema financiero. Creo que deberían recurrir a cualquiera de estos ámbitos, sin perjuicio 
de que esta Comisión resuelva remitir la versión taquigráfica de vuestras palabras a dicha Comisión 
Investigadora. 


Personalmente, siempre trato de que quede claro por qué no puedo hacer algunas cosas; no me gusta que la 
gente diga, al barrer, que todos son malos, que nadie hace nada. No quiero que se genere la expectativa de 
que mañana vamos a ponernos a investigar estos temas, porque no tenemos competencia para hacerlo. 


SEÑOR UBBRIACO.- Lo que solicitamos en el escrito que entregamos es que se integre una mesa 
tripartita con el equipo económico, una Comisión legislativa y otra representativa de los ahorristas, 
porque dado que el acuerdo existe, queremos tratar de mejorar esta situación; estamos convencidos de 
que se puede. El problema es que, al día de hoy, el diálogo con el equipo económico es muy difícil; su 
posición hace que se torne difícil la posibilidad de conversar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos tomado nota de los distintos planteamientos y supongo que la 
Comisión les dará un trámite del tipo del que sugería el señor Diputado González Álvarez. De todos 
modos, la metodología de trabajo consiste en escuchar los planteamientos de las distintas delegaciones 
y luego hacer las consideraciones en el seno de la Comisión. 


El planteamiento ha sido claro, la documentación queda en poder de la Comisión y en la versión taquigráfica 
se recogió todo lo que han manifestado. 


SEÑOR GARCÍA.- Pretendemos que comprendan que estamos al borde del precipicio; si la solución 
demora mucho, llegará tarde. 


El Banco Central expresa que se llegó a la adhesión de las firmas y que se trata de un acuerdo colectivo para 
los acreedores del Banco de Crédito. Sin embargo, el propio Ministro Atchugarry había señalado que iba a 
elaborar una propuesta que pondría a consideración de los ahorristas. Nosotros partimos de esa base y por 
ello creíamos que se hablaba del 66% de los ahorristas, no del 66% de los acreedores. Por este motivo, 
queremos dejar todo claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero que el planteamiento ha quedado claro. Les agradecemos vuestra 
presencia en la Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación de ahorristas del Banco de Crédito) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


